En la ciudad de Campana,  a los 30 días del mes de junio.de 2010, reunidos en Acuerdo los Sres. Jueces que integran la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Zárate-Campana, con el propósito de dictar sentencia en la presente causa Nº 5139, caratulada "Musante Miguel Angel c/ General Motors Argentina S.A. y otros s/ Rescision", habiendo resultado del sorteo correspondiente que la votación debía realizarse en el siguiente orden: Karen Ileana Bentancur, Miguel Angel Balmaceda, Osvaldo César Henricot, se resolvió plantear y votar las siguientes: 

Cuestiones:

1- Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

2- Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

A la Primera cuestión planteada, la Dra. Karen Ileana Bentancur, dijo:

I- Los hechos del caso.

Por cuestiones de orden expositivo, comenzaré por describir sucintamente los hechos del caso, para luego abordar los agravios propuestos por cada una de las partes en estos actuados.

A.- La demanda.

El actor Miguel Angel Musante inicia juicio de resolución contractual contra Autos Faires S.A., Víctor H. Tolosa S.A. y General Motors Argentina S.A., por el incumplimiento en la entrega de un vehículo, específicamente un camión Chevrolet Kodiak 0 Km, modelo 1997, que el accionante señó en el mes de septiembre de 1996 ante la concesionaria Autos Faires S.A., y cuyo precio final ascendía a $52.200 (Así lo refiere el actor, aunque a estarse por la documental de fs. 26, el precio final ascendía a $ 54.000, y adicionando gastos de patentamiento totalizaba $ 55.200).

Por la operación se extendieron dos minutas de venta, primeramente el 6 de septiembre de 1996, una referida a un camión 0km NPR(fs. 27), en la que consta la entrega de $ 16.000 en cheque Bco. Provincia y $ 4000 en efectivo, a cuenta del precio de $ 38.200, cuyo saldo de 17.000 se financiaría en plan de Gmac de 30 cuotas, con mas $ 1.200 por patentar. 

El 07/03/97, esa minuta se reemplazó por otra (fs. 26), en la que se sustituyó el camión por otro de mayor porte, KODIAK 0 km. Allí se dejó constancia de la entrega  de  $16.000, en cheque Banco Provincia, y se agregan otros valores por $ 6.000 (identificados en recibo de fs. 5), a cuenta de un precio total de $ 55.200, que incluía $ 1.200 de gastos de patentamiento. El saldo de $ 32.000 sería cubierto con un crédito otorgado por la financiera GMAC, en 36 cuotas. 

Refiere el actor, que el camión Kodiak devino necesario, para la subcontratación de la empresa Electro Integral, -de su propiedad según afirma-, a fin de realizar obras de montajes eléctricos para alimentar de energía eléctrica a la ciudad de Colón, Entre Rios.

Luego de gestiones realizadas ante Autos Faires S.A., esta última le informó que la demora en la entrega se debía a un retraso por parte de la fabricante General Motors Argentina. Posteriormente, se lo derivó a Víctor H. Tolosa S.A. con oficinas en la localidad de Pilar, quien adquiriera la concesión oficial de G.M.A., donde se le prometió la entrega del rodado señado por el actor, y se le informó que entre Autos Faires S.A. y Víctor Tolosa S.A. existía un acuerdo por el cual esta última se haría cargo de la entrega del camión debido.

Tras un año de espera por parte del actor, la firma Víctor H. Tolosa S.A. le manifestó que el vehículo no podía ser entregado, dado que Musante había quedado fuera del acuerdo realizado con Autos Faires S.A.

Como sustento del relato ofreció su prueba, entre las cuales se destaca una declaración jurada fechada el 12/05/1997 en la cual Víctor H. Tolosa S.A. se hace responsable del cumplimiento de operaciones iniciadas por Autos Faires S.A. hasta la suma de $ 311.000, y en la cual se encontraba prevista la operación realizada por el Sr. Musante. A fin de obtener una salida pacífica al caso, el actor canalizó su reclamo a través de cartas documentos dirigidas a Víctor Tolosa S.A. y General Motors S.A. exigiendo la entrega del camión, rechazando la misiva el primero, quien le atribuyó absoluta responsabilidad del hecho a Autos Faires S.A., -a pesar de reconocer en una de las esquelas el traspaso de la concesión-, y guardando silencio el segundo.

En el petitorio, reclamó la devolución de la suma de $52.200, con más sus intereses desde la fecha de entrega prevista que consideró debe ser marzo de 1997,  así como el lucro cesante en concepto de reparación civil, en virtud de haber dejado su firma Electro Integral de percibir ganancias, teniendo en cuenta que el vehículo era un requisito "sine qua non" para obtener la subcontratación de una obra de montajes.

B- Las respuestas de las accionadas Víctor H. Tolosa S.A. y General Motors Argentina S.A.

Contestaron las accionadas oponiéndose al progreso de la demanda con excepción de Autos Faires S.A. respecto de quien se decretó su rebeldía, no obstante presentarse con posterioridad el Sr. Zaffalón, representante de la firma, logrando el cese de la rebeldía dispuesta por el a-quo. (Fs. 166,  fs.181 y fs. 182). 

Por su parte, en lo esencial, G.M.A. alegó que por imperio del principio de relatividad de los contratos, no puede ser responsabilizada por las operaciones de las concesionarias con compradores, ya que el comprador es un tercero, en relación al contrato de concesión. Por lo que rechaza la pretendida responsabilidad de su parte derivada de la falta de entrega del vehículo. Y aduce que el silencio guardado ante la carta documento de Musante, no implica reconocimiento alguno de sus derechos puesto que no existe obligación legal de expedirse. (fs. 81/98).  

Por su parte, Tolosa alegó que la enumeración de las operaciones pendientes transferida de Autos Faires a su favor era meramente enunciativa, agregando que si bien lograron cancelar la mayoría de las obligaciones asumidas, la operación de Musante se hizo de cumplimiento imposible, al superar el tope de $311.000 acordado entre ambas empresas, dado que aduce haber desembolsado una mayor cantidad para cumplir con las operaciones acordadas. (Fs. 127/133). 

II- La sentencia dictada.

El "A Qúo" hizo lugar parcialmente a la demanda iniciada por el señor Miguel Angel Musante, condenando a Autos Faires S.A. y a Victor H. Tolosa S.A. a pagar al actor las sumas de $22.000 y $10.194 respectivamente, en forma concurrente hasta la suma menor, con mas el interés pasivo del Banco de la Provincia de Buenos Aires desde el 7 de marzo de 1997 la primera, y desde el 12 de mayo de 1997 la segunda, con costas.- Y rechazó la demanda iniciada contra General Motors SA, con costas.-

Para así decidir, tuvo por probado que el actor, en  septiembre de 1996, adquirió a la ex- Concesionaria Oficial de General Motors en la zona de Zárate -Autos Faires S.A.-   un camión Kodiak 0 Km, por el que entregó la suma de $ 22.000.- a cuenta del precio, el que nunca le fue entregado.

Consideró también, que está reconocido que entre las concesionarias oficiales de Generals Motors -Autos Faires S.A. y Víctor H. Tolosa S.A.- medió un acuerdo  por el que esta última, se hacía cargo de las operaciones pendientes de la primera, hasta un total de  $ 311.000;  y como retribución quedaba a su cargo la comercialización de la marca en la zona de Zárate, que poseía Autos Faires. Al efecto, se individualizaron las mismas, en un listado que incluía a la concertada con el actor, y emitido bajo la forma de declaración jurada ( ver fs. 96). 

El pronunciamiento en crisis, calificó jurídicamente a dicha convención como una estipulación en favor de terceros, estableciendo el derecho del actor, a exigir la entrega del Camión no sólo de Autos Faires S.A. con quien había contratado, sino también de Víctor H Tolosa S.A. 

Pero consideró que -toda vez que en el instrumento suscripto entre ambas concesionarias, figura con relación a la operación de compraventa con Musante "costo vta 49.094" y "a cobrar 38.900"-, se  computó como pagada la diferencia entre esas dos cifras: es decir $ 10.194 y no los $ 22.000 que refiere el  actor; y minoró así la responsabilidad de Víctor H. Tolosa S.A., quien a su entender, se hizo responsable de la entrega del camión a Musante, bajo esas condiciones.

Fundó el rechazo de la acción respecto de General Motors S.A., en doctrina legal de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, establecida in re "García c/ Hyundai s/ resolución de contrato y daños y perjuicios" , del 13 de junio de 2007; y resolvió que la concedente no responde por las operaciones de venta que concrete la concesionaria, dado que ésta no resulta su mandataria, sino un sujeto jurídico distinto, autónomo e independiente, que opera por cuenta propia. 

En torno al lucro cesante invocado, lo rechazó juzgando inadmisible que quien denuncie un perjuicio y pretenda su cobro, no cuantifique el monto de la frustración de las ganancias esperadas y no percibidas.

III- Los agravios opuestos por la actora.

Apeló la actora, y expresó agravios a fs. 507/511, que fueron respondidos por las codemandadas a fs. 534/536 y a fs. 529/533. En lo sustancial, se agravió por el monto por el que prosperó la resolución contractual, indicando que  debió serlo por el precio total de la unidad que no le fue entregada. Se agravió también de la desestimación del lucro cesante, y sostuvo que habiéndose acreditado que la unidad era adquirida en razón del trabajo que el actor debía realizar y tenía contratado con terceros, debió ser cuantificado por el juzgador; por lo que solicita se proceda a su fijación. 

También se queja por la disminución de la responsabilidad de la concesionaria Víctor H. Tolosa S.A., argumentando que asumió las  obligaciones de Autos Faires, en carácter de continuadora, resultando arbitrario que no se la condene a abonar el mismo monto que a aquella, a la que entiende debe quedar equiparada. 

Por último, agraviándose de la absolución de General Motors SA, afirma que la doctrina legal de la SCJBA aplicada, autoriza a no condenar al fabricante salvo, que haya mediado una conducta antijurídica imputable a su parte, la que en la especie entiende está dada por la omisión de General Motors, frente al conocimiento que tuvo del incumplimiento de ambas concesionarias para con Musante. Agrega que toda vez que no han acreditado las condiciones particulares de las concesiones de las demandadas, -mas que las condiciones generales de la concesión glosadas en autos- no procede que la concedente se escude detrás de un contrato que la protege frente a situaciones normales, pero no frente a la que en estos autos se está debatiendo, debiendo responder en los términos de los arts. 505 inc. 3) 509, 510, 1204 y 1409 del C.Civil, y  ley 24.240 de Defensa del Consumidor, en relación con cláusulas abusivas e imposición de sustituto Tolosa SA por Autosfaires SA.

IV- Los agravios vertidos por la codemandada Víctor H. Tolosa S.A.

También apeló la accionada Victor H. Tolosa S.A., y expresó agravios a fs. 512/518, que fueron contestados por General Motors S.A. a fs. 524/528.- Solicita se revoque la sentencia en cuanto le endilga responsabilidad, y sostiene que cumplió en exceso el tope de $ 311.000.- estipulado  en relación con las operaciones pendientes de la fallida Autosfaires S.A. Argumenta que así procedió, por sugerencia de la concedente, quien propició el acuerdo entre sus concesionarias, con el interés de instalar un nuevo concesionario en zona Zárate, para resguardar su buen nombre comercial y la confianza de la clientela; por lo que debe ser la concedente, quien responda  por los montos que excedan el tope establecido.

V- La contestación de los agravios por General Motors 

La firma General Motors insistió en que no tuvo vinculación contractual alguna con el actor, resultando ajena a la contratación que aquel formulara con Autosfaires; que Victor H Tolosa S.A. en su afán de lucro, asumió voluntaria y libremente, las obligaciones incumplidas de Autosfaires y el riesgo empresario que ello conllevaba -estableciendo un tope a las mismas para evitar mayores contigencias que las previstas- sin injerencia alguna de su parte. 

VI- La solución del caso.

1.- Con relación a la responsabilidad de Autos Faires S.A. y respecto a la queja del actor en referencia a que la indemnización a que se la condenó debió abarcar la restitución del total del precio concertado, procede advertir que la resolución contractual tiene por efecto  la restitución de las prestaciones recibidas, con mas las otras pérdidas e intereses  que tuvieran relación de causalidad adecuada con el incumplimiento de la obligación (Arts. 505 inc. 3, 511, 519, 520, 1204, 1420 CC y art. 10 bis de la ley 24.240). 

La doctrina mayoritaria entiende que una vez producida la resolución, sus efectos operan retroactivamente, por lo que las partes que han quedado desvinculadas, deben restituirse recíprocamente todo lo que hubieren recibido con motivo del contrato resuelto. Se trata de volver las cosas al estado en que se hallaban con anterioridad a la celebración del negocio. (Miquel, Juan Luis. Resolución de los contratos por incumplimiento. Tercera edición actualizada. 2008. Lexis Nexis. Pág 173).

 Concordantemente, se ha resuelto que una vez ejercitada la facultad resolutoria por el contratante cumplidor actuando la opción que le otorga el art. 1204 del Código Civil, la resolución expande sus efectos retroactivamente, desanudando la relación contractual pergeñada por las partes y extinguiendo las obligaciones de cada una de ellas, lo que conlleva como efecto inmediato -por regla general y salvo ciertas excepciones- la mutua restitución de las prestaciones recibidas por cada uno de los contratantes (arts. 1050, 1052, 1204, Código Civil). ( CC0201 LP 94533 RSD-128-1 S 8-5-2001, "Nubile Nelly Luisa c/ Antonucci, Jorge Mario s/ Resoluc. Contrato Desalojo-Daños y Perjuicios" en Juba).

 Establecido ello, debe descartarse que proceda condenar a restituir la suma equivalente al precio del camión objeto de la compraventa. Y si bien le asiste razón al actor, en cuanto de su parte no mediaban prestaciones pendientes de cumplimiento, dado que la vendedora estaba obligada no sólo a la entrega del bien, sino también a la financiación del saldo de precio, conforme las condiciones de contratación de la operación, ello no significa que se le deba reintegrar erogaciones que el comprador -por el motivo que sea- no llegó a realizar. 

Por ello, carecería de causa una condena con tales alcances (Art. 499 CC), y procede confirmar el tramo de la sentencia en cuanto así resolvió, al establecer la responsabilidad por resolución contractual de la co-demandada Autos Faires.  

2.- Con relación a la co-accionada Victor H. Tolosa S.A., resulta menester indagar en la naturaleza jurídica de su intervención en la relación contractual preexistente entre el actor y la concesionaria co-demandada Autosfaires, para luego analizar los alcances de la responsabilidad que le pudiere corresponder.  

Ante la inexistencia de una regulación sistemática de la cesión de posición contractual en nuestra ley civil, en especial de la cesión del contrato de compraventa, la doctrina ha definido la cesión de contratos como un instituto distinto de la cesión de créditos o de deudas, entendiendo que consiste en un negocio jurídico por el cual se transmite el conjunto de derechos y obligaciones que están adheridos a la calidad de parte y que se encuentran unidos a la posición contractual. La transmisión de un conjunto de derechos y obligaciones implica poner en evidencia que existen deberes recíprocos pendientes, requisito este último indispensable para que pueda cederse la posición contractual (Borda G.A. Tratado de Derecho Civil. Contratos. I. 2005. Lexis Nexis. Pág. 444) .

De esta manera, se ha dicho que para que la figura adquiera eficacia, se requiere: 1.- Que uno de los titulares ceda el conjunto de derechos y obligaciones del contrato (cedente); 2.- Que un tercero asuma la posición contractual del cedente (cesionario); 3.- Que el restante titular que nada transmite, otorgue su consentimiento para que la transmisión produzca efectos (cedido). Es pues, necesaria la conformidad del cedido para que la cesión surta sus efectos normales y el cedente pueda quedar desobligado de la posición contractual que ocupaba. Y en estos casos se requiere una aceptación auténtica del cedido para desligar al cedente ( Cifuentes Santos, Transmisión de automotores y responsabilidades contractuales entre partes. Las ventas sucesivas no registradas y sus efectos. ED, 191-348.-01-01-2001). Si el contratante cedido no libera al cedente, mejora su posición dado que no liberando al deudor original, suma uno nuevo al que ya tenía, quien sigue obligado en toda la extensión del deber originario (Borda G. A., Ob. Cit. pág. 444).

Desde el encuadre conceptual descripto, resulta evidente que Autos Faires S.A. cedió la posición contractual conferida por el contrato de compraventa iniciado con el actor, y que Tolosa S.A. fue quien asumió el plexo de obligaciones y derechos en calidad de cesionario, sin que el primero fuera completamente desvinculado del negocio, puesto que jamás se acreditó en autos la aceptación fehaciente y genuina por parte del Sr. Musante de la cesión operada. Esta situación posibilitó que el actor pudiera demandar a Autos Faires S.A., que nunca quedó desobligado de la operatoria.

De tal manera que, Tolosa S.A. ocupó la posición contractual de su antecesor cedente en iguales condiciones y con los mismos alcances que tenía Autos Faires S.A. como vendedor en la contratación original, y con ello queda en evidencia su responsabilidad frente al contratante cedido, ante el incumplimiento del contrato de venta, esto es, al no satisfacer la entrega del vehículo al Sr. Musante. 

Agrego incluso, que un posible error o falsedad en la declaración jurada de operaciones pendientes efectuada entre las partes, no acarrearía una solución distinta. La concesionaria que asumió el cumplimiento de las operaciones que Autosfaires tenía pendientes con su clientela, no puede invocar su propia torpeza derivada de la omisión de auditar las condiciones y términos de las mismas, teniendo en cuenta su alta profesionalidad en el manejo de los negocios a su cargo (Conf. art. 902 del Código Civil). 

Se advierte además que Victor H. Tolosa S.A. culminó la mayoría de las obligaciones incluidas en el listado excediendo las previsiones del mismo, al aditar sumas mayores al tope estipulado. (Ver labor pericial de fs. 453/455 en que se determina que Tolosa abonó en total la suma de $ 320.295,16). Sin embargo, contrariando su propia conducta, excluyó de aquella solución al actor, lo que importa una violación al trato equitativo y digno que se debe garantizar al consumidor (Art. 4 ley 24.240). 

En cuanto a la suma que corresponde a Víctor H. Tolosa reintegrar, entiendo que la misma no puede ser otra que la que fuera entregada originalmente a Autos Faires S.A., esto es la suma de $ 22.000.

 En efecto, el monto entregado como seña por el Sr. Musante por un valor de $22.000, fue integrado en varios pagos que realizó el comprador con motivo de la contratación, y se encuentran abonados mediante una serie de pruebas que concatenadas permiten dar por acreditado dicho monto. En este orden, surge a fs. 338 la absolución de posiciones del Sr. Zaffalon -representante legal de Autos Faires- quien expresa que el actor entregó a cuenta del precio una suma equivalente a la indicada en la demanda, al expresar "en realidad hizo (por Musante) una entrega importante de la cual el deponente no recuerda con exactitud el monto, pero que eran más de $20.000. Agrega que esa entrega se hizo parte en efectivo, parte en cheque de la fecha, parte en cheque post-datado...cuando Autos Faires sufre el bloqueo de cuentas y comprueban que ello va a ser irreversible deciden transferir a otro concesionario y en garantía de ciertas operaciones entregan a GMAC SA una cantidad de cheques entre lo cuales está el absolvente seguro que estaban algunos de los entregados por el Actor..." Incluso, a la pregunta 7 del pliego de posiciones ( fs. 337) responde que es cierto que constaba la entrega de $ 22.000 mediante cheques del Banco de la Provincia de Buenos Aires. Por otro lado, los informes emanados de la institución bancaria oficiada (fs. 363), dan cuenta de que se libraron efectivamente valores (V. fs. 364), concordando con la documentación aportada en la demanda, (recibos y factura expedidas por Autos Faires). Abundando, destaco que del intercambio telegráfico habido entre las partes, no surge negativa expresa y categórica de Victor H. Tolosa S.A. ni de General Motors sobre el particular. Concluyo pues, que de tal suma de elementos probatorios, se puede razonablemente inferir que el actor entregó a  cuenta del precio el importe referido, es decir, la suma de $ 22.000. 

Por ello, la interpretación de los montos consignados en la declaración jurada que realizaron las concesionarias propuesta por el Sr. Juez de grado, no resulta inequívoca, dado que el rubro "Costo venta" bien puede constituir la estimación de la erogación que deberá insumir Tolosa para cumplir con el comprador, con independencia del precio concertado con Autos Faires. Es que la fabricante con el devenir del tiempo, pudo haber aumentado el precio, a lo que se debe agregar valor de formularios, flete, ingresos brutos, IVA. (Ver pericia contable de fs. 453/455). Dichas estimaciones, no sirven para arribar a la conclusión de cuánto había entregado Musante a cuenta del precio. 

De esta manera, inferir que la consigna "Costo venta $ 49.094 a cobrar $ 38.900, significa que Musante pagó 10.194" según lo expone el a-quo, importa una conclusión dudosa, que a mi criterio no encuentra apoyatura suficiente en las constancias del expediente. 

En mérito de los argumentos expuestos, concluyo que debe prosperar la acción de resolución contractual esgrimida contra Victor H. Tolosa S.A. (Arts. 505 inc. 3, 511, 519, 520, 1204, 1420 CC y art. 10 bis de la ley 24.240), quedando obligado a reintegrar la suma de Pesos Veintidós Mil ($22.000).

3.-  Con relación al rechazo de la demanda respecto de General Motors S.A., juzgo que si bien esta última no resulta responsable frente a terceros por las obligaciones comerciales asumidas por la concesionaria en el ámbito de su giro comercial ordinario, dado que su organización empresaria es autónoma, llevando contabilidades separadas, con órganos de dirección distintos e independientes, no se debe desconocer, que las mecionadas se desenvuelven en el marco de un plexo de normas, estipuladas por la concedente General Motors, a través de un sistema de contratos atípicos de colaboración empresaria relacionando entre sí a la proveedora y concedente, las concesionarias y la financiera (Gmac en el caso), con el objeto de organizar con exclusividad y por zonas de distribución, la ubicación en el mercado de los bienes de la marca fabricados por la proveedora, en este caso General Motors S.A. la cual posee un elevado nivel de injerencia en la actividad comercial de las concesionarias autorizadas ( Ver. Condiciones Generales de Concesión a fs. 282/311, cláusulas II-12-A, 14 b y d). No debe perderse de vista, que la finalidad de esa interconexión contractual, consiste en procurar y regular un adecuado servicio de ventas y post ventas al consumidor final, en condiciones de indemnidad para éste último, y cuyos intereses económicos ostentan tutela constitucional (Art. 42 CN). 

Las concesionarias demandadas al renunciar y asumir la concesión respectivamente, sin solución de continuidad entre ellas, se sujetaron a los procedimientos establecidos en el reglamento de concesión que las vinculaba con la concedente. Es decir que la nueva concesión en la zona Zárate, no pudo tener lugar en modo alguno, sin intervención de la concedente. 

Lo corrobora la experticia contable obrante en autos, a través de la cual el perito contador a fs. 439 vta. afirma haber tenido ante su vista el original de la citada declaración jurada de operaciones pendientes de la concesionaria renunciante, cuando realizó la compulsa de documentación en la administración de General Motors S.A. Asimismo, a las oficinas de esta última concurrió la testigo Miriam Analía Reynoso (declaración de fs. 273) quien manifestó que la operación de venta iniciada con Autos Faires la culminó con Tolosa, derivación efectuada por General Motors (textualmente expresó que "se dirigieron directamente a General Motors en Buenos Aires y ellos los derivaron a Tolosa quien en definitiva les entregó la unidad"). También, de la declaración del representante de Autos Faires Sr. Sergio Rubén Zaffalón (fs. 339) se desprende que el traspaso de la concesionaria tuvo lugar con la intervención de General Motors, declaración que no fue controvertida por la companía automotriz. (Agregó en aquella oportunidad que "cuando Autos Faires sufrió el bloqueo de sus cuentas y ante la alternativa de no poder cumplir con las operaciones que tenía ya realizadas porque General Motors no le entregaba unidades, la única posibilidad era transferir esas operaciones a otra concesionaria y con la intervención inclusive de General Motors, mediante una declaración jurada así se hizo"). Por último, la concedente General Motors S.A. recibió las misivas remitidas por el actor en fecha 14/09/1998 ( fs. 9 y 12) guardando silencio, y aunque no existe obligación legal de expedirse, ello constituye al menos en un elemento de valoración de su conducta en conjunción con otros elementos de juicio, que configuran indicios serios, precisos y concordantes en su contra. (Art. 163 CPCC). 

El concurso de las pruebas referidas, cuyo valor de convicción no encuentro motivos para soslayar, da cuenta que General Motors S.A. remitió a los clientes a tratar con la nueva concesionaria, creando la apariencia de un aval y garantía de continuidad, normalidad y regularidad de sus negocios en zona Zárate, que resulta abiertamente contradictoria con la actitud asumida en este pleito. 

La confianza generada debe ser respaldada jurídicamente, tanto con el establecimiento de presunciones como mediante imputaciones de responsabilidad, utilizando para ello la regla de la apariencia jurídica (Lorenzetti Ricardo Luis. Consumidores. Segunda edición actualizada. 2009. Rubinzal-Culzoni Editores. Pág. 70 y 71); porque "...el contacto del consumidor con los sistemas expertos es frecuente y particularizado, ya que se trata de organizaciones de logros técnicos o de experiencia profesional que organizan grandes áreas de entorno material y social en el que vivimos... El sistema es inextricable porque la complejidad técnica que presenta es abrumadora, es anónimo porque no se puede conocer al dueño ni al responsable. Sin embargo, el sistema genera fiabilidad a través de su funcionamiento reiterado, las marcas, el respaldo del Estado y otros símbolos. Es necesaria la confianza porque ésta se encuentra en la base del funcionamiento del sistema experto, inextricable y anónimo."

Siguiendo tales directivas, corresponde pues, que se haga respetar el principio de confianza, honrando el compromiso contraído tanto por el concesionario como por la terminal automotriz ya que la contradicción entre el propósito de la concesión y la conducta posterior, no condicen con la prohibición de contravenir los propios actos. (Conf. "Poggi Raul Alberto y otra c/ Laprida S.A. y otro s/ ordinario", CNCom, Sala A, 29-12-08, en Microjuris Argentina Leyes y Jurisprudencia, en Internet). 

Deste otra perspectiva, no es menos cierto que General Motors debió acreditar en autos al menos el contrato de concesión mantenido con la demandada Tolosa, dado que es principio recibido en materia de producción probatoria, que aquél que se encuentra en mejores condiciones de generarla  corre con la carga de su aporte (SCBA, ac 76417 s 30-4-2003,"Morixe Hermanos SAC c/ Municipalidad de Bragado s/ Cumplimiento de contrato. Daños y Perjuicios" en juba).

 En cambio, no acompañó el contrato de concesión que la une con Víctor Tolosa S.A. a fin de determinar sus alcances, no obstante afirmar mediante oficio de Fs. 317 que el vínculo entre ambas firmas, reposaba en aquél instrumento. Tampoco aportó en autos el original de la declaración jurada de operaciones pendientes de la renunciante, que el perito contador afirmó haber tenido ante si en las oficinas de General Motors (Fs. 439 vta citada). Tampoco aportó una nota aprobatoria de la concesión (de acuerdo al art. 12 inc. B, 3-4, que reglan la terminación de la concesión en su reglamento sobre "Normas aplicables a la concesión para la venta y servicio de vehículos automotores" de fs. 302/303), y que hubiese justificado el traspaso regular y normal de sus obligaciones. Por otra parte, no exhibió información ni ofreció pericia contable para esclarecer las registraciones de su concesionaria renunciante -que hubiesen arrojado luz al conflicto en análisis-, pese a haberle aceptado su renuncia; y a fs. 459/460, no obstante sostener que su mandante pudo encontrar en el sistema de la empresa tres ventas al concesionario Autos Faires SA con las características del vehículo reclamado en el caso de marras, no explicitó suficientemente esa circunstancia, ni las condiciones de esas operaciones.   

Todo ello me convence que es claro que la empresa, ante un conflicto de intereses, privilegió la maximización de sus utilidades en detrimento del actor. (En sentido análogo "Poggi Raul Alberto y otra c/ Laprida S.A. y otro s/ ordinario", CNCom, Sala A, 29-12-08, en Microjuris Argentina Leyes y Jurisprudencia, en Internet); de manera que éste es uno de los supuestos en que corresponde excepcionar la regla de relatividad de los contratos invocada por las demandadas, en beneficio del actor, quien en la operatoria global de sucesión de ambas concesionarias oficiales, debió resultar indemne, y en caso de no ser así -como efectivamente ocurrió-  puede exigir no sólo de la nueva concesionaria, sino también de la concedente, en su carácter de generadora, organizadora  y garante de la operatoria que determinó la continuidad de su concesión en la misma zona.

Pues se debe recordar, que "el bien jurídico tutelado es la confianza que el consumidor deposita en el concedente y concesionario que se le brindará un bien o un servicio eficiente, confiable, seguro y de acuerdo a la expectativa que objetivamente genera (art. 902 y 909 CC). Tal confianza, hace nacer obligaciones específicas, conforme a las expectativas objetivas creadas. Si esas expectativas se ven frustradas y causan un daño, nace una responsabilidad -en este caso- objetiva" ("Poggi Raul Alberto y otra c/ Laprida S.A. y otro s/ ordinario", CNCom, Sala A, 29-12-08, en Microjuris Argentina Leyes y Jurisprudencia, en Internet) . 

A su vez, el vacío en que ha caído la venta del camión que debía entregarse al actor a las expensas de una discusión de roles entre las codemandadas que se prolongó durante más de diez años de proceso, corrobora que General Motors S.A. incurrió en una conducta omisiva generadora de daño, en su carácter de concedente y de proveedora frente al actor de autos, que patentiza un obrar antijurídico a la luz de lo normado por el artículo 1109 del Código Civil, justificando la responsabilidad que se le endilga (Conf. arts. 1068, 1069, 1071 in fine, 1081 Código Civil).

En tal sentido, he de compartir la opinión de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Lomas de Zamora, sala 1, que expresó "dejar a salvo mi opinión, en cuanto la jurisprudencia que cita el propio apelante y la doctrina que de ella emerge, (en referencia a la doctrina legal de la SCJBA "García c/ Hyundai s/ resolución de contrato y daños y perjuicios),  están encaminadas a entender el contrato de concesión en las relaciones comerciales entre concedente y concesionario, y no respecto a una relación de consumo, es decir, en la vinculación entre proveedor y consumidor, en la que no nos encontramos frente a una variable propia del derecho comercial, sino dentro de aquellas propias del derecho del consumidor. Teniendo en cuenta que estas relaciones se encuentran separadas por tener regímenes jurídicos diversos, no comparto las conclusiones del fallo que se cita,  ya que del mismo se colige que el contrato de consumo entre la concesionaria y el consumidor no puede perjudicar al concedente "tercero"; y en el caso interpreto que precisamente, el contrato atípico de concesión, a quien no puede perjudicar es a un tercero en la relación jurídica entre concedente y concesionario, tal como aquí se nos presenta el actor de autos." (Pou Elsa Virginia y otra c/ Agendai S.A. y otra" del 12-06-2008, publicado en La Ley OnLine). (Art. 3, y 65, Ley 24.240).

Lo expuesto trae aparejado la aplicación del art. 3 de la Ley de Defensa del Consumidor que dispone que "en caso de duda sobre la interpretación de los principios de esta ley prevalecerá la mas favorable al consumidor; y del art. 37 de la misma ley, que prescribe que "La interpretación del contrato se hará en el sentido más favorable para el consumidor."

En síntesis, sin perjuicio que no es automáticamente asimilable la responsabilidad objetiva de la proveedora por vicios, riesgos o defectos de los bienes en su calidad de fabricante (art. 40 ley 24.240) a la pretendida en autos por incumplimiento de la concesionaria en la entrega de unidades, sí deberá responder al haberse acreditado la imputabilidad de ese incumplimiento en la accionada General Motors, quien debió implementar los mecanismos a su alcance para mantener indemne al actor en el curso de la relación negocial. 

Se colige de lo ocurrido en el caso de marras, que el sistema o servicio de comercialización implementado por la concedente no ha sido seguro, ya que en la inejecución de la prestación debida, conculcó el deber de seguridad implícito en el art. 1198 del C.Civil y el deber general de no dañar cuya aplicación no queda limitada al campo contractual, pues se sitúa entre los principios generales del derecho.  Por lo que en la especie, deberá responder por la resolución contractual en forma concurrente con sus co-accionadas. (Art. 16,  arg. art. 907, 953, 1109, 1167, y 1198 del Código Civil; arts. 1, 3, 4, 5, 10 bis, 37 inc. c), arg. art. 40, y art. 40 bis primer párrafo, ley 24.240;  arts.  19 y 42 CN).  

Es que la preeminencia del principio "alterum non laedere" y la obligación de reparar el daño producido por la existencia de un control deficiente por parte de la concedente, no deben estar ligados exclusivamente a la exigencia de ilicitud formal derivada de la violación de una prohibición expresa de la ley o del contrato (art. 1066 y 1197 CC); sino que "existe -aparte de ésta- la denominada ilicitud o antijuridicidad material, que debe ser algo mas que la violación de lo prohibido legalmente, toda vez que el derecho está constituido por los principios (art. 16 C.C.) antes que por la ley, como ser el ejercicio regular de los derechos (art. 1071 CC), el órden público (art. 21 CC), la buena fe, la regla moral, la equidad y las buenas costumbres (arts. 953, 1167, y 1198 CC.) etc." (Stiglitz, Rubén, "Derechos y defensa del consumidor", pag. 282 y ss.).

El criterio al que he adherido, no dista mucho de la posición doctrinaria que ha postulado la subsunción en el art. 40 de la ley 24.240, de los supuestos en que el daño proviene de una falla o vicio no en la cosa estrictamente considerada, sino en el sistema de comercialización, que permitiría concluir que en el caso existió "...un vicio en el sistema de comercialización de los productos Chevrolet, a través de redes de concesionarios oficiales, ya que la concedente participó en el proyecto y en su implementación, es decir, lo concibió, lo instrumentó y puso su marca, fragmentando la responsabilidad en los diversos tramos de la comercialización, sin contemplar exhaustivamente la preservación de los intereses económicos del consumidor..."

"...En ese ámbito, la obligación de seguridad es una suerte de obligación secuendaria implícita, que existe, cuando de cierta actividad o de un servicio prestado en razón de ella, resulta un daño a las personas que participan de la actividad o del servicio, o a sus bienes. Es decir, al entrar en tratativas contractuales, surgen deberes de cuidado, protección y lealtad, los cuales generarán en el caso de su violación una responsabilidad objetiva por violación de confianza despertada o una responsabilidad por la apariencia creada, correspondiendo el resarcimiento del daño causado."

"...De modo que si la concedente, para optimizar su rentabilidad, delega operativamente un aspecto de la actividad que le compete -tal como acontece en la comercialización de automotores, que deja en cabeza de los concesionarios-, debe obrar con diligencia y eficiencia en la implementación del sistema ofrecido, previniendo eventuales daños a los bienes de terceros, como contrapartida de las utilidades y beneficios que obtiene de los consumidores, lo que implica que sean lo suficientemente aptos, como también reparar los daños que el incumplimiento de dicha obligación puede generar."  ("Poggi Raul Alberto y otra c/ Laprida S.A. y otro s/ ordinario", CNCom, Sala A, 29-12-08, en Microjuris Argentina Leyes y Jurisprudencia, en Internet).

Los preceptos reseñados, demuestran que más allá del carácter contractual o extracontractual de la responsabilidad, que se encuentra unificada en la Ley de Defensa del Consumidor, -la que no resulta extraña al sub- lite-, y del factor de atribución, de carácter objetivo ínsito en el ámbito contractual al tratarse de obligaciones de resultado (incluyendo la principal y los deberes secundarios de conducta); o extracontractual por violación de la apariencia y la confianza (en general en el ámbito precontractual); o en su caso culpa en la omisión de las diligencias exigibles y consecuente violación del deber general de no dañar -de carácter subjetivo y extracontractual en los términos del art. 1109 CC; o la responsabilidad derivada de la ley de defensa del consumidor de carácter objetiva por incumplimiento del contrato (en lo principal o en las obligaciones secundarias de conducta) -alcanzando al proveedor en su cabal concepción- en los términos del art. 10 bis; o ya sean los daños derivados del defecto o vicio de la cosa, producto o servicio, subsumiendo en dicho concepto al daño derivado de los defectos en el sistema de comercialización de los mismos (art. 40 les 24.240), es mi convicción que se debe tender a que sea indemnizado el daño injustamente sufrido, cuando es injusto que lo soporte quien lo recibió, haya o no ilicitud formal en el obrar del llamado a responder; pues no interesa tanto indagar en la voluntad o accionar de la conducta generadora del perjuicio, como que el derecho no debe tolerar la externación de los costos del devenir social y económico, en un solo sujeto, y menos cuando éste es el más débil de la relación en análisis.  (Arg. art. 907 CC).   

VII. Lucro cesante:

1.- Sostuvo General Motors -al responder agravios del actor-, que éste nunca cuantificó las sumas que supuestamente dejó de percibir por la falta de entrega del vehículo, ni tampoco pudo acreditar que el negocio mencionado en la demanda, no se haya concretado por la falta del camión que contrató con Autos Faires; por lo que otorgar un resarcimiento en tales condiciones, conllevaría efectivizar un enriquecimiento sin causa en favor del actor.

En trance de decidir la cuestión, advierto que el rubro lucro cesante que se reclama no ha sido debidamente acreditado, por cuanto no se probó en la causa la pérdida de ganancia que el actor denunciara, no bastando una mera posibilidad en abstracto de ganar más, sino que es necesaria la realidad concreta de haber dejado de ingresar determinada suma de dinero. (SCBA, Ac 72593 S 21-11-2001, "Zárate, Silvia Alejandra c/ Club de Leones D.A.S. y B. s/ Cumplimiento de contrato y consignación" en juba).

Sin embargo, se acreditó a mi juicio que el Sr. Musante es un empresario que se desempeña en montajes eléctricos, y que existía la probabilidad de que obtuviera la contratación de sus servicios contando con el camión Kodiak reclamado.

Me persuado de ello, en primer lugar, a partir del testimonio aportado por el Sr. Eduardo Gómez a fs. 268 quien afirma que " a esa fecha (año 1996 según posición formulada) debían realizar una obra en Entre Ríos y otra más de la que no recuerda ni donde se realizaría ni de que se trataba, pero asegura que fue imposible realizarlas por la falta de vehículo...Y luego (posición N°4)" contesta que se utilizan camiones, grúas y alguna otra maquinaria chica como un tractor o un acoplado de los cuáles el titular es el Sr. Musante..." (posición N°14) Contesta que no pudieron cumplir con el trabajo porque no tenían el vehículo" Y a una repregunta, agrega que el declarante "maneja una grúa".

Por su parte, lo expuesto es corroborado por el testigo Osmar Silva a fs. 270, quien expresa (posición N°3)" que en el año 1996 se encontraban realizando montajes eléctricos en la zona de Zárate-Campana"...Luego a la posición N°4 agrega "...utilizan camiones, grúas, camionetas cuyo titular era la empresa Electro Integral S.A. A la posición N°14 manifiesta " que no pudieron concretar obras grandes que tenían en Entre Ríos porque no tenían los equipos nuevos para trabajar"... Y a una repregunta expresa que el testigo "trabaja arriba haciendo montajes..."

A todo ello, se agrega la declaración del Sr. Zaffalón a fs. 338 quien expresa, luego de ser exhibidas las minutas de venta, "que corresponde a un camión más chico (por la primera minuta) al reclamado que necesitaba el actor en ese momento para poder cumplir con un trabajo. Como una parte era financiada, en el tiempo en que duró la gestión del crédito, el contrato de trabajo no se concretó, sino que se amplió por lo que necesitó de un camión más grande y la minuta que se le exhibe fue reemplazada por otra..."

2.- Teniendo en cuenta las consideraciones precedentes, entiendo que la frustración del negocio que le hubiera permitido al actor adquirir un vehículo como el descripto, importó diluir una expectativa de lucro, la que hubiese podido consistir en la contratación de sus servicios de montajes eléctricos, al contar con el vehículo Kodiak que finalmente nunca le fue entregado. En este caso, de lo que se trata es, como ha dicho nuestro Máximo Tribunal Provincial, de resarcir la razonable aspiración de obtener un beneficio económico. Es decir, no el beneficio mismo, sino la sostenible potencialidad de lograrlo (SCJBA, 21-11-01 "Zárate, Silvia Alejandra c/ Club Leones D.A.S. y B. cumplimiento de contrato y consignación" en Juba).

En tal medida, entiendo que si bien no se configura el lucro cesante invocado, al menos el daño expuesto encuadra en lo que la doctrina ha denominado "pérdida de chance", y en atención a que el actor requiere en definitiva la reparación integral de los daños inferidos, corresponde hacer lugar a su requerimiento, y fijar en concepto de reparación pecuniaria para el actor entendida como pérdida de chance, la suma de Pesos Diez Mil ($ 10.000) estimada a la fecha de su acaecimiento. (Conf. art. 1083 CCivil y 165 CPCCBA).

VIII.- Responsabilidad de las codemandadas.

En consecuencia, propongo la extensión de la responsabilidad por resolución contractual en forma concurrente a todas las accionadas, conforme las diferentes causas de deber asignadas, quienes deberán restituir el valor de la prestación entregada por el actor, esto es la suma de Pesos Veintidós Mil ($22.000). 

IX.- Daños y perjuicios: 

Asimismo, hacer lugar al resarcimiento por daños y perjuicios requeridos por el actor, los cuales se determinan en concepto de pérdida de chance, condenando a las codemandadas a abonar la suma de Pesos Diez Mil ($10.000).

X- Intereses:

En cuanto a los intereses, los mismos se calcularán según la tasa pasiva (art. 622 del Código Civil; Cf. SCJBA, causa N° 101774 "Ponce", 21/X/2009, Juba).

Entiendo justo computarlos hasta el efectivo pago, y a partir de la mora ocurrida el 7 de marzo de 1997 respecto de Autosfaires -por ser la fecha en que se firmara la minuta de venta obrante a fs. 26-; y respecto de Victor H. Tolosa S.A. y General Motors S.A., desde el 12 de mayo de 1997, por ser la fecha en que se suscribiera la declaración jurada de traspaso de obligaciones entre Autos Faires y la sucesora Tolosa S.A., la cual se realizó con intervención de General Motors S.A., según quedara acreditado en autos, lo que importa la asunción por parte de ambas empresas de la obligación de entregar el vehículo reclamado.

XI- COSTAS: 

Las costas de primera instancia, así como las de la Alzada, se impondrán a las accionadas en su condición de vencidas (art. 68 CPCC). 

Así lo voto. 

Por compartir los fundamentos expuestos, los Dres. Miguel Angel Balmaceda y Osvaldo César Henricot, votaron en el mismo sentido. 

A la segunda cuestión planteada la Dra. Karen Ileana Bentancur, dijo:

En atención al resultado obtenido en la votación a la primera cuestión, el pronunciamiento que corresponde dictar debe ser: 1.- Rechazar el recurso de apelación deducido por Victor H. Tolosa SA. 2.- Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación deducido por la parte actora. 3.- En su mérito, hacer lugar a la demanda de resolución contractual y daños y perjuicios deducida, revocando parcialmente la sentencia dictada. 4.- En consecuencia, condenar en forma concurrente a Autos Faires S.A., Victor H. Tolosa S.A. y General Motors S.A. a restituir al actor el valor de la prestación recibida, esto es la suma de $22.000, con más los intereses desde el 7 de marzo de 1997 respecto de Autosfaires, y desde el 12 de mayo de 1997 respecto de Victor H. Tolosa S.A. y General Motors S.A. calculados a la tasa pasiva que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a plazo fijo, y hasta el efectivo pago. 5.-Asimismo, hacer lugar al resarcimiento por daños y perjuicios requeridos por el actor, los cuales se determinan en concepto de pérdida de chance, condenando a las codemandadas a abonar la suma de Pesos Diez Mil ($10.000), con más los intereses precedentemente establecidos desde la fecha de mora fijada para cada una de ellas y hasta el efectivo pago. 6.- Imponer las costas de primera instancia y de la Alzada a las demandadas vencidas (Art. 68 CPCC).

Así lo voto. 

Por compartir los fundamentos expuestos, los Dres. Miguel Angel Balmaceda y Osvaldo César Henricot, votaron en el mismo sentido. 

Con lo cual se dio por terminado el presente Acuerdo que firmaron los Sres. Jueces por ante mi. 

Campana, 


de



 de 2010.

VISTOS, Y CONSIDERANDO:

El Acuerdo que antecede, fundamentos y citas legales, dados al tratarse la cuestión primera,  

El Tribunal RESUELVE:

1.- Rechazar el recurso de apelación deducido por Victor H. Tolosa SA. 

2.- Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación deducido por la parte actora. 

3.- En su mérito, hacer lugar a la demanda de resolución contractual y daños y perjuicios deducida, revocando parcialmente la sentencia dictada.

 4.- En consecuencia, condenar en forma concurrente a Autos Faires S.A., Victor H. Tolosa S.A. y General Motors S.A. a restituir al actor el valor de la prestación recibida, esto es la suma de $22.000, con más los intereses desde el 7 de marzo de 1997 respecto de Autosfaires, y desde el 12 de mayo de 1997 respecto de Victor H. Tolosa S.A. y General Motors S.A. calculados a la tasa pasiva que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a plazo fijo, y hasta el efectivo pago. 

5.-Asimismo, hacer lugar al resarcimiento por daños y perjuicios requeridos por el actor, los cuales se determinan en concepto de pérdida de chance, condenando a las codemandadas a abonar la suma de Pesos Diez Mil ($10.000), con más los intereses precedentemente establecidos desde la fecha de mora fijada para cada una de ellas y hasta el efectivo pago. 

6.- Imponer las costas de primera instancia y de la Alzada a las demandadas vencidas (Art. 68 CPCC).

NOTIFIQUESE. REGISTRESE. DEVUELVASE.-

